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 Resumen 

El presente informe analiza la tramitación legislativa y el control 
preventivo de constitucionalidad del proyecto de ley que fortalece el 
Ministerio Público (boletín N°16.374-07), posteriormente promulgado 
como Ley N°21.812, con el fin de identificar el origen y fundamentos de 
las normas declaradas inconstitucionales por el Tribunal Constitucional. 
 
Se constata que las disposiciones declaradas inconstitucionales —
relativas a la facultad del Fiscal Nacional para declarar desierto el 
concurso de Fiscales Regionales y al retorno de ex Fiscales Regionales 
al cargo de Fiscal Adjunto sin concurso público, incluyendo su regulación 
transitoria— no formaban parte del texto del Proyecto de Ley iniciado por 
Mensaje del Presidente de la República, sino que fueron incorporadas 
durante la tramitación en el Congreso, siendo finalmente aprobadas en 
esos términos. 
 
En la sentencia Rol N°17.342-26, el Tribunal Constitucional, a propósito 
del control preventivo declaró la inconstitucionalidad de tales normas por 
estimar que alteraban el sistema de designación de fiscales establecido 
en los artículos 86, 87 y 88 de la Constitución, el cual contempla 
procedimientos reglados con intervención de distintos órganos como 
garantía de autonomía institucional. 
 
En lo sustantivo, el Tribunal concluyó que las normas impugnadas 
introducían mecanismos que permitían al Fiscal Nacional incidir 
indebidamente en los procesos de designación, ya sea interviniendo en 
la conformación de ternas válidamente establecidas o habilitando formas 
de acceso a cargos al margen del concurso público, alterando el diseño 
constitucional al debilitar los contrapesos institucionales y comprometer 
la autonomía del Ministerio Público. Sobre esta base, la decisión se funda 
en el principio de supremacía constitucional, afirmando que el legislador 
no puede modificar ni desnaturalizar mecanismos fijados directamente 
por la Constitución, razón por la cual dichas disposiciones fueron 
excluidas del ordenamiento jurídico por contravenir la Carta 
Fundamental.  
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Introducción 

 

El presente informe se elabora por solicitud de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento de la Cámara de Diputadas y Diputados, a través de Oficio N°9/3/2026, el cual solicita las 

razones, motivaciones, preceptos y principios que se consideraron para la declaración de 

inconstitucionalidad recaída en la sentencia del Tribunal Constitucional Rol N°17.342-26, de marzo de 

2026, a propósito del control preventivo realizado al proyecto de ley que fortalece el Ministerio Público, 

boletín N°16.374-07, posteriormente promulgado como Ley N°21.812, solicitando asimismo la autoría 

de las normas declaradas inconstitucionales.  

 

Para lo anterior, el informe se estructura en dos partes. En primer lugar, se desarrolla un estudio de la 

tramitación legislativa del boletín N°16.374-07, con el objeto de reconstruir el debate parlamentario y 

determinar el origen e incorporación de las disposiciones que fueron objeto de control de 

constitucionalidad, identificando especialmente aquellas indicaciones que dieron lugar a la redacción 

final aprobada por el Congreso Nacional. En segundo término, se analiza la sentencia del Tribunal 

Constitucional, identificando las normas sometidas a control en razón de su carácter orgánico 

constitucional, las disposiciones constitucionales que sirven de parámetro de control, y particularmente, 

los fundamentos utilizados por la Magistratura para declarar la inconstitucionalidad de los numerales 5 

y 6 del artículo 1°, del artículo séptimo transitorio del proyecto, y de las disidencias y prevenciones.  

 

Por su parte, se deja constancia que el presente informe se relaciona con el documento elaborado por 

la Biblioteca del Congreso Nacional, titulado “Fallo del Tribunal Constitucional en proyecto de ley de 

fortalecimiento del Ministerio Público – Resumen de la discusión y argumentos” (2026).  

 

Se hace presente que el tema que aborda este informe y sus contenidos están delimitados por los 

parámetros de análisis de Asesoría Técnica Parlamentaría y por los plazos e información disponibles. 

No se trata de un documento académico y se enmarca en los criterios de neutralidad, pertinencia, 

síntesis y oportunidad en su entrega. El destacado es nuestro. 
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I. Estudio de la tramitación del boletín N°16.374-07 

 

1) Cuestiones generales  

 

El presente acápite tiene por finalidad contextualizar el origen y contenido del proyecto de ley que 

fortalece el Ministerio Público (boletín N°16.374-07), iniciado mediante mensaje presidencial en el año 

2023, identificando sus objetivos regulatorios y las principales modificaciones propuestas a la Ley 

N°19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, a fin de comprender el sentido y alcance de 

las disposiciones que, en etapas posteriores de la tramitación legislativa, fueron objeto de control 

preventivo de constitucionalidad.  

 

En particular, se examinan los ejes centrales de la iniciativa original del Ejecutivo, con el objeto de 

determinar qué aspectos del régimen orgánico del Ministerio Público se pretendían modificar o 

perfeccionar, así como las herramientas institucionales que se buscaban introducir. Sobre esta base, se 

efectúa una revisión de las normas que el mensaje presidencial proponía modificar o incorporar, con 

especial atención en aquellas disposiciones que inciden en el sistema de nombramiento, desempeño y 

carrera de los fiscales.  

 

Para dichos efectos, se identifican las redacciones originalmente propuestas a los artículos 29 y 30 de 

la Ley N°19.640, y disposiciones transitorias vinculadas a estas materias en el texto del mensaje. Este 

contraste permitirá evidenciar las diferencias entre la iniciativa original del Ejecutivo y el texto finalmente 

aprobado por el Congreso Nacional, particularmente en lo relativo a la incorporación de nuevas reglas 

sobre concursos de Fiscales Regionales, mecanismos de retorno a cargos de origen y disposiciones 

transitorias aplicables a autoridades en ejercicio.  

 

 

2) Mensaje presidencial  

 

El mensaje presidencial (boletín N°16.374-07) se estructura sobre una serie de ejes sustantivos 

orientados a reforzar la capacidad institucional del órgano frente a fenómenos delictivos de creciente 

complejidad.  

 

En términos generales, la iniciativa se articula en torno al aumento de la dotación de personal, el 

fortalecimiento de la atención a las víctimas y testigos, la modernización de los mecanismos de gestión 

e incentivos y, de manera relevante para el presente análisis, el ajuste del diseño orgánico y de la 

gobernanza institucional del Ministerio Público (Mensaje N°191-371, 2023: 3 y ss.).  

 

Este último eje se traduce en modificaciones a la estructura interna del servicio, la creación de nuevas 

instancias de supervisión de la persecución penal y la introducción de reglas orientadas a perfeccionar 

el funcionamiento de sus órganos directivos, buscando mejorar la coordinación, control y eficiencia en 

el ejercicio de sus funciones (Mensaje N°191-371, 2023: 3 y ss.). 

 

Sobre la base de estos lineamientos, el mensaje propone una serie de modificaciones a la Ley N°19.640, 

cuya revisión permite identificar con precisión el alcance de la intervención normativa originalmente 
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diseñada por el Ejecutivo. En lo que respecta a las disposiciones que posteriormente fueron objeto de 

declaración de inconstitucionalidad, se observa:  

 

a) El texto del mensaje no contemplaba modificación alguna al artículo 29 de la Ley N°19.640; 

 

b)  Tampoco se incorporaba una disposición transitoria en los términos del actual artículo séptimo 

transitorio.  

 

c) Por su parte, la propuesta del mensaje respecto del artículo 30 de la Ley N°19.640 (artículo 2 

N°2 del mensaje) se limitaba a una regla específica y de alcance acotado, referida al retorno de 

fiscales adjuntos que hubiesen ejercido como Fiscales Regionales a su cargo de origen, bajo 

determinadas condiciones. En efecto, la redacción de la propuesta original era siguiente:  

 

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°19.640, Orgánica 

Constitucional del Ministerio Público:  

2) Agrégase, en el inciso primero del artículo 30, a continuación del punto aparte, que pasa a ser 

punto seguido, la siguiente frase: “Los Fiscales Adjuntos Titulares que hubiesen sido nombrados 

Fiscales Regionales, una vez concluido su período, podrán volver a asumir su cargo de origen 

como Fiscal Adjunto, siempre y cuando no sea en la misma región en donde ejercieron como Fiscal 

Regional. En estos casos, el Fiscal Nacional definirá su designación, considerando las 

necesidades del servicio y las circunstancias del caso.” 

 

 

3) Tramitación en el Congreso Nacional  

 

i. Primer trámite constitucional – Senado  

 

Durante el primer trámite constitucional, iniciado con el ingreso del proyecto con fecha 17 de octubre de 

2023, la iniciativa fue conocida en el Senado, radicándose su estudio en la Comisión de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento, y en la Comisión de Hacienda. En ambas instancias se aprobó en 

general la idea de legislar, pasando posteriormente a la discusión particular del articulado. 

 

En este contexto, se incorporó una serie de modificaciones destacando la introducción de nuevas reglas 

que incidieron directamente en el sistema de nombramiento y carrera de los fiscales. En relación con las 

normas analizadas en el presente informe, se puede observar lo siguiente (Segundo informe de la 

Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado):  

 

a) Respecto del artículo 29, se incorporó por medio de la indicación N°15, presentada por la 

Honorable Senadora señora Ebensperger, una regla para habilitar al Fiscal Nacional para 

declarar desierto, una única vez el concurso de Fiscal Regional, debiendo remitir los 

antecedentes a la Corte de Apelaciones respectiva para la realización de un nuevo proceso.  
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Esta propuesta, no contenida en texto del mensaje, fue aprobada por unanimidad1 en la Comisión 

de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, destacándose en su discusión que su 

finalidad era evitar arbitrariedades en la conformación de ternas y mejorar la calidad de los 

procesos de designación, permitiendo al Fiscal Nacional requerir una nueva convocatoria cuando 

los candidatos no reunieran las condiciones estimadas pertinentes.  

 

b) Respecto del artículo 30, se presentaron una serie de indicaciones (N°16, 17, 18, 19 y 20), 

modificación de la redacción original propuesta por parte del Ejecutivo.  

 

La Comisión aprobó una versión que amplía la norma original2, incorporando nuevos sujetos, 

condiciones y criterios de decisión, incluyendo la exigencia de una resolución fundada basada 

en evaluaciones de desempeño, informes de supervisión y necesidades del servicio.  

 

c) Por último, y en relación con las disposiciones transitorias, se presentaron nuevas indicaciones 

(N°80 y 81) vinculadas con la posibilidad de retorno de Fiscales Regionales, en ejercicio, al cargo 

de un fiscal adjunto. En efecto, y mediante las indicaciones del Ejecutivo y parlamentarios, se 

formularon distintas regulaciones, aprobándose una disposición que permite dicho retorno sujeto 

a la existencia de cargos vacantes y a una evaluación del Fiscal Nacional conforme a los criterios 

establecidos en el artículo 303.  

 

El texto así modificado fue posteriormente informado a la Sala del Senado, el que no fue objeto de 

indicaciones ni modificaciones, y tampoco se sometió a una votación separada. Fue aprobado con 36 

votos a favor, 0 en contra, y 0 abstenciones, quedando las normas en estudio con la siguiente redacción: 

 

 Agrégase, en el artículo 29, el siguiente inciso final:  

“El Fiscal Nacional podrá ejercer, por una única vez, la facultad de declarar desierto el concurso 

de Fiscal Regional, y enviará los antecedentes a la Corte de Apelaciones respectiva, para que ésta 

llame a un nuevo concurso, el que deberá realizarse dentro de los mismos plazos y con las mismas 

formalidades que respecto de la primera, y del cual se conformará una nueva terna que incluirá 

candidatos diversos a los ya seleccionados.”.  

8.- Agréganse, en el inciso primero del artículo 30, las siguientes oraciones finales: “Los fiscales 

adjuntos titulares y los funcionarios que hubiesen sido nombrados Fiscales Regionales, una vez 

concluido su período, podrán volver a asumir su cargo de origen como fiscal adjunto o funcionario, 

 
1 Fue aprobada por la unanimidad de la Comisión de Constitución (4 votos a favor, de los Honorables Senadores, 
señoras Ebensperger y Pascual y señores Araya y Castro González). 
2 Fue aprobada por unanimidad de la Comisión de Constitución (4 votos a favor, de los Honorables Senadores, 
señoras Ebensperger, Núñez y Pascual y señor De Urresti). 
3 Fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión de Constitución (4 votos a 
favor, de los Honorables Senadores, señoras Ebensperger y Pascual y señores Araya y De Urresti. 
Asimismo, cabe destacar que la norma fue incorporara como artículo sexto transitorio, mientras que el artículo 
séptimo transitorio se refería a materias diversas, vinculadas a la entrada en vigencia de disposiciones relativas a 
la Fiscalía Supraterritorial. En consecuencia, la ubicación definitiva de esta regla en el articulado final responde a 
ajustes posteriores en la sistematización del proyecto. 
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siempre y cuando no sea en la misma región en donde ejercieron como Fiscal Regional. En estos 

casos, el Fiscal Nacional definirá la procedencia de tal designación, por resolución fundada, en 

mérito de sus evaluaciones de desempeño, los informes de supervisión de la persecución penal 

de la región en que hubiere ejercido como Fiscal Regional y las necesidades del Servicio.” 

Artículo sexto.- Los Fiscales Regionales que se encuentren desempeñando su cargo al momento 

de la publicación de esta ley y que hubieren renunciado a su cargo de fiscal adjunto al momento 

de asumir dicha función podrán ser nombrados como fiscales adjuntos del Ministerio Público, 

siempre que existan cargos vacantes en la planta y que se requieran proveer, previa evaluación 

del Fiscal Nacional de acuerdo a los criterios establecidos en el inciso primero del artículo 30 de 

la ley N° 19.640. Con todo, no podrán asumir el cargo en la misma región en la que ejercieron 

como Fiscal Regional. 

 

ii. Segundo trámite constitucional – Cámara de Diputadas y Diputados  

 

La iniciativa inició su segundo trámite constitucional en la Cámara de Diputadas y Diputados, con fecha 

10 de marzo de 2025, oportunidad en que se dio cuenta del proyecto y se dispuso su estudio en las 

Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, así como la de Hacienda. Asimismo, 

durante el proceso de su tramitación legislativa, el Ejecutivo ingresó diversas indicaciones destinadas a 

modificar el texto aprobado por el Senado4.  

 

Durante el estudio del proyecto en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de 

la Cámara de Diputadas y Diputados, este fue aprobado con modificaciones. En su informe, que contiene 

el texto aprobado por dicha comisión, se observan, entre otros aspectos, modificaciones al artículo 29, 

la conservación de la redacción del artículo 30 de la Ley N° 19.640 y ajustes a la regulación transitoria 

vinculada al retorno de fiscales regionales a sus cargos de fiscales adjuntos.  

 

Con posterioridad, el proyecto fue remitido a la Comisión de Hacienda, la que evacuó su informe 

considerando los temas atingentes que revisa dicha Comisión. Finalmente, el proyecto fue sometido a 

discusión en general y particular por la Sala de la Cámara de Diputadas y Diputados.  

 

El proyecto fue aprobado con modificaciones en Sala de manera unánime con 137 votos a favor5. Luego 

la Cámara de Diputadas y Diputados despachó el texto aprobado al Senado mediante oficio de 16 de 

diciembre de 2025.   

 

A continuación, se reproduce el texto de las normas objeto de análisis del presente informe, las cuales 

quedaron redactadas en los siguientes términos (Oficio N°20.949 de 16 de diciembre de 2025):  

 

 
4 Las indicaciones presentadas por el Ejecutivo se realizaron con fecha 21 de abril, 14 de julio, 08 de agosto y 03 
de diciembre de 2025.  
5 El proyecto de ley se votó en su mayoría de manera conjunta, sin perjuicio de algunas indicaciones en que solicitó 
la votación separada. que se solicitaron votación separada. No obstante, para efectos del análisis del presente 
informe, se refleja el contenido de lo aprobado referido a los artículos 29, 30 y disposición transitoria. Para ver 
quórum de aprobación, ver aquí.  

https://www.camara.cl/legislacion/ProyectosDeLey/votaciones.aspx?prmID=16933&prmBOLETIN=16374-07
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Artículo 29. - “El Fiscal Nacional podrá ejercer, por una única vez y de manera fundada6, la 

facultad de declarar desierto el concurso de Fiscal Regional, y enviará los antecedentes a la Corte 

de Apelaciones respectiva, para que ésta llame a un nuevo concurso, el que deberá realizarse 

dentro de los mismos plazos y con las mismas formalidades que respecto de la primera, y del cual 

se conformará una nueva terna que incluirá candidatos diversos a los ya seleccionados.”.  

Agréganse, en el inciso primero del artículo 30, las siguientes oraciones finales: “Los fiscales 

adjuntos titulares y los funcionarios que hubiesen sido nombrados Fiscales Regionales, una vez 

concluido su período, podrán volver a asumir su cargo de origen como fiscal adjunto o funcionario, 

siempre y cuando no sea en la misma región en donde ejercieron como Fiscal Regional. En estos 

casos, el Fiscal Nacional definirá la procedencia de tal designación, por resolución fundada, en 

mérito de sus evaluaciones de desempeño, los informes de supervisión de la persecución penal 

de la región en que hubiere ejercido como Fiscal Regional y las necesidades del Servicio.”.  

Artículo séptimo.-7 Los Fiscales Regionales que se encuentren desempeñando su cargo al 

momento de la publicación de esta ley y que hubieren renunciado a su cargo de fiscal adjunto al 

momento de asumir dicha función podrán ser nombrados como fiscales adjuntos del Ministerio 

Público, siempre que existan cargos vacantes en la planta y que se requieran proveer, previa 

evaluación del Fiscal Nacional de acuerdo a los criterios establecidos en el inciso primero del 

artículo 30 de la ley N° 19.640. Con todo, no podrán asumir el cargo en la misma región en la que 

ejercieron como Fiscal Regional. 

 

iii. Tercer trámite constitucional y Comisión Mixta  

 

En tercer trámite constitucional de la iniciativa se inició con la votación en la Sala del Senado las 

modificaciones introducidas por la Cámara de Diputadas y Diputados, las cuales fueron rechazadas8,  

remitiéndose oficio de la Camara de Origen a la Cámara Revisora para informar dicho rechazo.  

 

En virtud de lo anterior, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política 

de la República, se dio paso a la conformación de una Comisión Mixta, con el objeto de proponer la 

forma y el modo de resolver las divergencias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputadas y 

Diputados durante la tramitación del proyecto de ley en análisis. 

 

Con todo, en lo que respecta a los artículos objeto del presente análisis, estos no fueron materia de 

divergencias ni, por consiguiente, de propuestas por parte de la Comisión Mixta, por lo que no resulta 

necesario extender el examen en esta fase del procedimiento legislativo ni en el trabajo de dicha 

instancia. 

 
6 La indicación que realizó esta modificación fue la numeral 5, donde se intercaló en el inciso final propuesto, entre 
la presión “por una única vez” la frase “y de manera fundada”. Ello, conforme al Oficio N°20.494 de 16 de diciembre 
de 2025 que se remite a la Cámara Revisora.  
7 Los artículos quinto y sexto transitorios pasaron a ser respectivamente, artículos sexto y séptimo transitorios, sin 
modificaciones respecto del contenido proveniente del Senado. Ello, conforme al Oficio N°20.494 de 16 de 
diciembre de 2025 que se remite a la Cámara Revisora. 
8 14 de febrero 2026. Diario de Sesión N°90 de Legislatura 373.  
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No obstante, cabe señalar que el informe de la Comisión Mixta fue aprobado con fecha 26 de febrero de 

2026 en el Senado y el 27 de febrero en la Cámara de Diputadas y Diputados. 

 

II. Análisis del Tribunal Constitucional  

 

1) Consideraciones generales 

 

Luego, con fecha 27 de febrero de 2026, el Senado, en su calidad de Cámara de Origen, remitió oficio 

al Presidente de la República comunicando la aprobación del proyecto de ley (boletín N° 16.374-07). 

 

El Ejecutivo no hizo uso de la facultad de formular observaciones (veto) que le confiere el inciso primero 

del artículo 73 de la Constitución Política de la República. 

 

En consecuencia, el proyecto fue remitido al Tribunal Constitucional para el ejercicio del control 

preventivo de constitucionalidad respecto de aquellas disposiciones de carácter orgánico constitucional, 

conforme a lo dispuesto en el artículo 93 N° 1 de la Constitución Política de la República. 

El pronunciamiento se realizó por medio de la sentencia Causa Rol N°17.342-26, sometiendo al control 

de constitucionalidad los siguientes artículos (BCN, 3: 2026)9:  

 

a) Artículo 1°, N°2 (letras a, c y d); N°s 4,5,6,8,11 y 12 (letra c); N°s 16 y 21 (inciso final) y; N°22. 

b) Artículo 2°, N°1 (letras a,b y c, numeral i) y; N°2. 

c) Artículo 7° transitorio10. 

 

A partir del análisis realizado por el Tribunal Constitucional, y desde el considerando 75° de la sentencia 

pronunciada por dicha Magistratura, se declararon inconstitucionales las siguientes disposiciones:  

 

Artículo 1 N°5, agrégase en el artículo 29, el siguiente inciso final: “El Fiscal Nacional podrá 

ejercer, por una única vez y de manera fundada, la facultad de declarar desierto el concurso de 

Fiscal Regional, y enviará los antecedentes a la Corte de Apelaciones respectiva, para que ésta 

llame a un nuevo concurso, el que deberá realizarse dentro de los mismos plazos y con las mismas 

formalidades que respecto de la primera, y del cual se conformará una nueva terna que incluirá 

candidatos diversos a los ya seleccionados.”. 

Artículo 1 N°6, agrégase en el inciso primero del artículo 30, las siguientes oraciones finales: 

“Los fiscales adjuntos titulares y los funcionarios que hubiesen sido nombrados Fiscales 

Regionales, una vez concluido su período, podrán volver a asumir su cargo de origen como fiscal 

adjunto o funcionario, siempre y cuando no sea en la misma región en donde ejercieron como 

Fiscal Regional. En estos casos, el Fiscal Nacional definirá la procedencia de tal designación, por 

 
9 En negrita, se destacan aquellas normas de carácter orgánico constitucional contenidas en las indicaciones del 
proyecto de ley, que busca modificar los artículos 29, 30 de la Ley N°19.640, además de la incorporación de la 
nueva disposición transitoria. 
10 Cabe tener presente que el requerimiento original no comprendía el control del artículo séptimo transitorio. No 
obstante, en ejercicio de sus facultades, el Tribunal Constitucional, conforme a lo señalado en el considerando 
quinto de la sentencia, extendió su examen a dicha disposición.  
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resolución fundada, en mérito de sus evaluaciones de desempeño, los informes de supervisión de 

la persecución penal de la región en que hubiere ejercido como Fiscal Regional y las necesidades 

del Servicio.”. 

Artículo séptimo transitorio .- Los Fiscales Regionales que se encuentren desempeñando su 

cargo al momento de la publicación de esta ley y que hubieren renunciado a su cargo de fiscal 

adjunto al momento de asumir dicha función podrán ser nombrados como fiscales adjuntos del 

Ministerio Público, siempre que existan cargos vacantes en la planta y que se requieran proveer, 

previa evaluación del Fiscal Nacional de acuerdo a los criterios establecidos en el inciso primero 

del artículo 30 de la ley N° 19.640. Con todo, no podrán asumir el cargo en la misma región en la 

que ejercieron como Fiscal Regional. 

 

2) Normas constitucionales que establecen el ámbito de la Ley Orgánica Constitucional del 

Ministerio Público  

 

A partir del considerando sexto de la sentencia del Tribunal Constitucional, se examinan los artículos 84, 

88 y 91 de la Constitución Política de la República, los que establecen que son propias de Ley Orgánica 

Constitucional las materias que se señalan en dichas disposiciones. Se transcribe a continuación el 

contenido de estas normas11:  

 

Artículo 84. - Una ley orgánica constitucional determinará la organización y atribuciones del 

Ministerio Público, señalará las calidades y requisitos que deberán tener y cumplir los 

fiscales para su nombramiento y las causales de remoción de los fiscales adjuntos, en lo no 

contemplado en la Constitución. Las personas que sean designadas fiscales no podrán tener 

impedimento alguno que las inhabilite para desempeñar el cargo de juez. Los fiscales regionales, 

el Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterritorial, especializada en crimen organizado y delitos de alta 

complejidad, y los fiscales adjuntos cesarán en su cargo al cumplir 75 años de edad. 

 La ley orgánica constitucional establecerá el grado de independencia y autonomía y la 

responsabilidad que tendrán los fiscales en la dirección de la investigación y en el ejercicio 

de la acción penal pública, en los casos que tengan a su cargo. 

Artículo 88.- Existirán fiscales adjuntos que serán designados por el Fiscal Nacional, a 

propuesta en terna del fiscal regional respectivo o del Fiscal Jefe de la Fiscalía 

Supraterritorial, según corresponda, la que deberá formarse previo concurso público, en 

conformidad a la ley orgánica constitucional. Deberán tener el título de abogado y poseer las 

demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio.  

Artículo 91.- El Fiscal Nacional tendrá la superintendencia directiva, correccional y económica del 

Ministerio Público, en conformidad a la ley orgánica constitucional respectiva. 

 

 
11 La negrita en las disposiciones constitucionales constituye al destacado que realiza el Tribunal Constitucional 
para su especial razonamiento en la materia.  
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Luego, a partir de las normas previamente señaladas, y conforme al razonamiento utilizado por el 

Tribunal Constitucional, en su considerando 26°, éste último define los contenidos que son calificados 

de Ley Orgánica Constitucional, y que pasan a su análisis de control preventivo de constitucionalidad12.  

 

3) Análisis de las normas declaradas inconstitucionales  

 

El presente acápite tiene por objeto examinar el razonamiento del Tribunal Constitucional en relación 

con aquellas disposiciones del proyecto que fueron declaradas inconstitucionales, con el fin de identificar 

los fundamentos jurídicos que sustentan dicha decisión, identificando los criterios interpretativos 

empleados para determinar su disconformidad con la Carta Fundamental.  

 

i. Consideraciones de los artículos impugnados por parte de la Magistratura 

 

a. Numeral 5 del artículo 1° del proyecto – artículo 29 Ley N°19.640 

 

En los considerandos 34° y 35° de la sentencia se identifica la primera disposición que será 

posteriormente declarada inconstitucional. Primero se describe el contenido de la norma, consistente en 

la incorporación de una facultad del Fiscal Nacional para declarar desierto, por una sola vez y de manera 

fundada, el concurso destinado a proveer el cargo de Fiscal Regional, debiendo en tal caso convocarse 

a un nuevo proceso.  

 

La Magistratura establece que dicha disposición incide en la organización y atribuciones del Ministerio 

Público, materias que se encuentran constitucionalmente reguladas en el artículo 84 de la Carta 

Fundamental. En este sentido, señala “La disposición innova sustantivamente en las atribuciones del 

Fiscal Nacional, confiriéndole una facultad que no existía en el ordenamiento vigente consistente en 

declarar desierto el concurso de Fiscal Regional” (Considerando 35°).  

 

En consecuencia, de lo anterior, el Tribunal declara que esta innovación afectaría directamente al 

mecanismo de provisión del cargo de Fiscal Regional, ámbito que la Carta Fundamental ha reservado 

expresamente al legislador orgánico constitucional.  

 

b. Numeral 6 del artículo 1° del proyecto – artículo 30 Ley N°19.640 

 

En los considerandos 36° y 37°, la Magistratura razona respecto del artículo 30 de la Ley N°19.640, que 

permite, que, quienes hayan ejercido como Fiscales Regionales, pueden retornar a su cargo de origen 

una vez finalizado su período, con la limitación de no hacerlo en la misma región y sujeto a una decisión 

fundada del Fiscal Nacional.  

 

 
12 El contenido se circunscribe al análisis de aquellas disposiciones de carácter orgánico constitucional relativas a 
la organización y atribuciones del Ministerio Público, requisitos y calidades para el nombramiento de fiscales y las 
causales de remoción de los fiscales adjuntos, el grado de autonomía e independencia en el ejercicio de la función 
19.64persecutora, las condiciones para la designación de autoridades específicas (como el Fiscal Jefe de la 
Fiscalía Supraterritorial), el procedimiento de nombramientos de fiscales adjuntos, y las facultades de 
superintendencia del Fiscal Nacional.  
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De esta manera, el Tribunal Constitucional sostiene que esta regulación incide en materias propias de 

Ley Orgánica Constitucional, en relación con lo dispuesto en el artículo 88 de la Carta Fundamental, en 

cuanto establece un mecanismo de acceso o reingreso, a cargo del fiscal adjunto. Destaca que la norma 

introduce un procedimiento especial de provisión de dicho cargo, apartándose del sistema general 

basado en concurso público y terna, lo que la sitúa dentro de la reserva establecida en la Constitución 

para la regulación del nombramiento de fiscales.  

 

c. Artículo séptimo transitorio del proyecto de ley  

 

Por su parte, en los considerandos 72° y 73°, el Tribunal Constitucional expone el contenido del artículo 

séptimo transitorio, que permite a los Fiscales Regionales en ejercicio al momento de publicación de la 

ley (que previamente hubieren renunciado a su cargo de fiscal adjunto) ser nombrados nuevamente en 

dicho cargo, siempre que existan vacantes, no se trate de la misma región y medie una evaluación 

fundada del Fiscal Nacional. Así, la Magistratura concluye que esta norma incide en materias propias de 

Ley Orgánica Constitucional, reiterando los fundamentos desarrollado respecto del numeral 6° del 

artículo 1° del proyecto, esto es, el artículo 30 de la Ley N°19.640 (considerando 72°).  

 

En particular, destaca que la disposición establece un mecanismo de designación de fiscales adjuntos 

basado en una decisión unilateral del Fiscal Nacional, “materia que incide en el mecanismo de 

designación de ficales adjuntos previsto en el artículo 88 de la Constitución y en la organización y 

atribuciones del Ministerio Público en los términos del artículo 84 inciso 1°”. Asimismo, precisa que, pese 

a su carácter transitorio, la norma regula una materia sustantiva comprendida dentro de la reserva 

orgánico constitucional, lo que justifica su control en dicha sede.  

 

ii. Razonamiento del Tribunal Constitucional para declarar las normas inconstitucionales 

 

a. Advertencias preliminares de la Magistratura  

 

En el considerando 75° de la sentencia, el Tribunal Constitucional señala que las disposiciones 

previamente individualizadas, inciden en materias propias de Ley Orgánica Constitucional, y en dicho 

contexto, adelanta que las mismas no se ajustan al diseño constitucional vigente en materia de 

nombramiento de Fiscales Regionales y Adjuntos, por cuanto alteran los mecanismos establecidos 

por la Carta Fundamental.  

 

En consonancia con lo anterior, el considerando 76° precisa el fundamento constitucional de la decisión, 

señalando que los preceptos analizados vulneran los artículos 86, 87 y 88 de la Constitución, y que dicha 

conclusión se sustenta “en el necesario respeto de la supremacía constitucional a la que se encuentra 

sometido tanto el intérprete constitucional como el legislador, pues la Constitución es una decisión del 

poder constituyente que solo puede ser modificada por éste”.  

 

A partir de los considerandos 77° y siguientes, la Magistratura desarrolla el marco conceptual que 

sustenta su decisión, explicando el sistema constitucional de designación de fiscales como una 

manifestación directa de la supremacía constitucional y de la autonomía del Ministerio Público. 

En este sentido, destaca que la Constitución no solo crea y regula a este órgano, sino que fija 
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expresamente sus elementos estructurales esenciales, entre ellos los mecanismos de nombramiento de 

sus autoridades, reservando al legislador orgánico aspectos complementarios.   

 

Sobre esta base, el Tribunal Constitucional enfatiza que el sistema de designación (especialmente en el 

caso del Fiscal Nacional) responde a una lógica de contrapesos institucionales, al involucrar a los tres 

poderes del Estado, evitando así concentraciones de poder y resguardando la independencia del 

persecutor penal (considerando 78°).  

 

Ese mismo esquema se replica a menor escala, en la designación de los Fiscales Regionales y Adjuntos, 

mediante procedimientos reglados que limitan la discrecionalidad del Fiscal Nacional y aseguran la 

intervención de otros actores institucionales. De esta forma, el diseño constitucional configura un sistema 

coherente de equilibrios destinado a garantizar la autonomía del Ministerio Público tanto frente a los 

poderes del Estado como al interior de su propia estructura (considerando 79° y 80°).  

 

En consecuencia, el Tribunal concluye que estos mecanismos no son accidentales, sino parte de una 

decisión deliberada del constituyente orientada a limitar el poder y asegurar la independencia 

institucional, por lo que no pueden ser alterados por el legislador sin vulnerar la Constitución 

(considerandos 81°, 82°, 83°).  

 

b. Inconstitucionalidad del numeral 5° artículo 1° (artículo 29 Ley N°19.640) 

 

Entre los considerandos 85° a 90°, el voto mayoritario13 del Tribunal Constitucional fundamenta la 

inconstitucionalidad de esta disposición a partir del diseño constitucional del sistema de 

nombramiento del Ministerio Público, en cuanto este “no admite injerencia del Fiscal Nacional una vez 

producida válidamente la terna por la Corte de Apelaciones respectiva”. En efecto, la intervención de la 

Corte de Apelaciones en el concurso público reglado no constituye una mera formalidad, sino una 

garantía institucional que asegura la autonomía real del Fiscal Regional, evitando su dependencia del 

Fiscal Nacional (considerandos 85° y 86°). 

 

A ello se suma el carácter imperativo del artículo 87 de la Constitución, que no admite alternativas 

una vez cumplido el concurso. En efecto, el diseño constitucional que encomienda la formación de la 

terna a la Corte de Apelaciones, mediante un concurso público reglado, no solo distribuye el poder de 

nombramiento entre distintos órganos, sino que establece un procedimiento de resultado vinculante. En 

este contexto, el Tribunal destaca la prerrogativa de la Corte de Apelaciones, la cual existe 

“precisamente para garantizar la autonomía funcional que el artículo 84 inciso segundo reconoce”, 

evitando que la designación dependa exclusivamente del Fiscal Nacional. Asimismo, este sistema 

previene la judicialización de la institución, lo que se refleja en que el propio artículo 87 “excluye 

expresamente a los miembros activos o pensionados del Poder Judicial de la integración de las ternas” 

(considerando 87°).  

 

 
13 El voto mayoritario se encuentra conformado por los señores y señoras Ministras Nancy Adriana Yáñez 
Fuenzalida, Miguel Ángel Fernández González, Catalina Adriana Lagos Tschorne, Marcela Inés Peredo Rojas, 
María Pía Silva Gallinato, Raúl Eduardo Mera Muñoz, y Héctor Antonio Mery Romero, todos los cuales firman la 
sentencia en la página 83 de la misma.  
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Bajo esta lógica, la Magistratura señala que la facultad impugnada no solo altera el sistema de 

contrapesos en el nombramiento de fiscales, sino que además afecta directamente la 

prerrogativa constitucional de la Corte de Apelaciones de conformar la terna. La función de esta 

no es meramente administrativa, sino una manifestación de la independencia del Poder Judicial en el 

marco del sistema de designación, ejercida con plena autonomía respecto de los demás órganos del 

Estado. Por ello, permitir al Fiscal Nacional “declarar desierto el concurso una vez formada válidamente 

la terna equivale a intervenir en un proceso que la Constitución entregó exclusivamente a un órgano 

jurisdiccional, desconociendo el resultado de una actuación que aquel ya concluyó en ejercicio de sus 

atribuciones constitucionales propias, contraviniendo lo dispuesto en su artículo 76”. (Considerando 88°). 

 

Por lo tanto, se concluye que la facultad introducida por el numeral 5 artículo 1°, reconfigura el sistema 

de contrapesos diseñado por el Constituyente, al permitir al Fiscal Nacional influir indirectamente en la 

composición de la terna mediante la forzosa repetición del concurso con candidatos diversos, 

erosionando la autonomía del proceso de designación, y consecuencialmente, la independencia del 

Fiscal Regional respecto de quien lo designa. De esta modo, la disposición contraviene los artículos 76, 

86 inciso segundo y 87 inciso primero y segundo de la Carta Fundamental (considerando 90°).  

 

c. Inconstitucionalidad de numeral 6 artículo 1 (artículo 30 Ley N°19.640) y séptimo 

transitorio  

 

En relación a la declaración de inconstitucionalidad de estas normas, tratado entre los considerandos 

91° a 97°, el voto mayoritario14 del Tribunal Constitucional sigue un razonamiento análogo al desarrollado 

respecto del numeral 5 artículo 1, centrando su análisis en la infracción al sistema constitucional de 

designación de fiscales adjuntos previsto en el artículo 88 de la Carta Fundamental.  

 

En efecto, dicha disposición establece un mecanismo reglado que exige concurso público previo y 

propuesta en terna del Fiscal Regional respectivo, involucrando así a distintos órganos y garantizando 

que el acceso al cargo se funde en criterios objetivos de mérito, resguardando la independencia judicial 

(considerando 91°).  

 

Sin embargo, la modificación propuesta habilita a los ex fiscales regionales a retornar directamente al 

cargo de fiscal adjunto mediante una resolución fundada del Fiscal Nacional, basada en evaluaciones 

de desempeño y necesidades del servicio. De esta forma la regulación propuesta “elude el mecanismo 

constitucional previsto en el artículo 88, pues habilita el retorno directo al cargo de Fiscal Adjunto sin 

concurso público previo ni propuesta en terna del Fiscal Regional, sustituyendo ese procedimiento por 

una decisión unilateral del Fiscal Nacional” (considerando 92°).  

 

Destaca además que, conforme al artículo 86 inciso 3° de la Constitucional, el cargo de Fiscal Regional 

es temporal y no supone la mantención ni reserva del cargo anterior, el cual se extingue y se provee 

regularmente, por lo que no existe un derecho de retorno que pueda haberse efectivo al margen del 

sistema de nombramiento vigente. A mayor abundamiento, la Magistratura destaca que “cuando el Fiscal 

Regional concluye su período, el vínculo jurídico con su antiguo cargo se encuentra extinguido, y no 

 
14 Ídem.  
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existe posición jurídica alguna que la ley pueda restablecer sin sujetarse al procedimiento constitucional 

de designación previsto en el artículo 88, sin que el Fiscal Nacional pueda suplir esa exigencia mediante 

una resolución fundada”.  

 

Sobre esta base, el Tribunal Constitucional concluye que la inconstitucionalidad no afecta a la totalidad 

de la norma, sino únicamente a aquellas expresiones que permiten el retorno directo al cargo de fiscal 

adjunto sin concurso público, manteniéndose la posibilidad de que los ex fiscales regionales postulen 

conforme al procedimiento general del artículo 88 de la Carta Fundamental. Por ello, es que “deben 

eliminarse del texto del proyecto las expresiones "fiscales adjuntos titulares y los" y "fiscal adjunto o", 

que son las que habilitan específicamente ese retorno directo al cargo de origen como fiscal adjunto” 

(considerandos 94° y 95°).  

 

Bajo esta línea argumentativa, el artículo séptimo transitorio es declarado inconstitucional por las mismas 

razones explicadas respecto del numeral 6 artículo 1°, por cuanto dicha disposición “habilita el 

nombramiento de ex Fiscales Regionales al cargo de fiscal adjunto sin sujeción al procedimiento 

constitucional de designación previsto en el artículo 88 de la Constitución, eludiendo el concurso público 

previo y la propuesta en terna del Fiscal Regional respectivo, y sustituyendo ese mecanismo por una 

decisión unilateral del Fiscal Nacional fundada en criterios de evaluación y necesidades del servicio” 

(considerando 95°).  

 

En definitiva, ambas disposiciones vulneran el diseño institucional de nombramiento de fiscales, 

configurando una vía paralela de acceso a la función fiscal contraria a los artículos 86, 87 y 88 de la 

Constitución, lo que justificaría su eliminación (considerando 97°).  

 

d. Disidencias y prevenciones  

 

En cuanto a los votos de disidencia y prevención, es importante señalar que no se observan 

discrepancias relevantes para efectos del presente informe, respecto de las normas declaradas 

inconstitucionales, esto es, los numerales 5 y 6 del artículo 1 y el artículo séptimo transitorio del proyecto. 

En efecto, las disidencias tratadas desde la página 53 de la sentencia, no controvierten la conclusión 

alcanzada por el voto de mayoría en torno a la infracción del sistema constitucional de designación de 

fiscales ni el quebrantamiento del mecanismo de contrapesos que garantiza la autonomía del Ministerio 

Público.  

 

Por su parte, las prevenciones formuladas por las Ministras Marzi y Silva, las cuales se encuentran 

desarrolladas en las páginas 79 y 80 de la sentencia, únicamente inciden en la calificación del artículo 

séptimo transitorio como norma de carácter orgánico constitucional, justificando su sometimiento a 

control preventivo. Al efecto, sostienen que, si bien las disposiciones transitorias no suelen recaer sobre 

materias sustantivas, en este caso la norma excede de dicha función al regular directamente el 

nombramiento de fiscales adjuntos, incidiendo así en un ámbito reservado al legislador orgánico 

constitucional. Con todo, dicha prevención no altera la decisión de fondo sobre su inconstitucionalidad 

ni introduce divergencias que incidan en las conclusiones del presente informe.  

 

 



 
 
 

Biblioteca del Congreso Nacional de Chile | Asesoría Técnica Parlamentaria 

15 
 

Referencias 

 

Referencias generales 

 

Biblioteca del Congreso Nacional (2026) Fallo del Tribunal Constitucional en proyecto de ley de 

fortalecimiento del Ministerio Público – Resumen de la discusión y argumentos, elaborado por Pedro 

Guerra. Disponible en: https://bcn.cl/ypaS9a (mayo, 2026).  

 

Senado: Tramitación proyecto de ley Boletín N°16.374-07 “modifica diversos cuerpos legales, en materia 

de fortalecimiento del Ministerio Público). Disponible en: https://bcn.cl/gfsWAM (mayo, 2026).  

 

 

Referencias normativas 

 

• Decreto N°100 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Constitución Política 

de la República de Chile. Disponible en: https://bcn.cl/2eph2 (mayo, 2026).  

 

• Ley N°21.812, modifica diversos cuerpos legales, en materia de fortalecimiento del Ministerio 

Público. Disponible en: https://bcn.cl/kBcw46 (mayo, 2026).  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Nota aclaratoria 
Asesoría Técnica Parlamentaria, está enfocada en apoyar preferentemente el trabajo de las Comisiones 

Legislativas de ambas Cámaras, con especial atención al seguimiento de los proyectos de ley. Con lo cual se 

pretende contribuir a la certeza legislativa y a disminuir la brecha de disponibilidad de información y análisis entre 

Legislativo y Ejecutivo. 

 

 

 
 

Creative Commons Atribución 3.0  

(CC BY 3.0 CL) 

 

https://bcn.cl/ypaS9a
https://bcn.cl/gfsWAM
https://bcn.cl/2eph2
https://bcn.cl/kBcw46

